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Pulsión soberana en el  
pensamiento jurídico mexicano  
en derecho internacional

Luis Lorenzo Córdova Arellano26 

Que como la buena ley es superior a todo 
hombre, las que dicte nuestro Congreso deben 

ser tales que obliguen a constancia y 
patriotismo, moderen la opulencia y la 

indigencia, y de tal suerte se aumente el jornal 
del pobre, que mejore sus costumbres, aleje la 

ignorancia, la rapiña y el hurto.

José María Morelos y Pavón

Resumen
Este artículo realiza un recorrido histórico-jurídico por la formación del 
Estado mexicano, así como sus doctrinas y prácticas en derecho internacio-
nal. Analiza la crisis del sistema colonial español y el levantamiento popular 
de 1810 liderado por Hidalgo y Morelos, cuyo ideario —plasmado en docu-
mentos como Sentimientos de la Nación y la Constitución de Apatzingán— 
estableció los principios de soberanía popular, justicia agraria y derecho a la 
rebelión. Tras la consumación de la Independencia por los criollos conserva-
dores, el texto analiza la tensión entre el proyecto popular y el liberalismo 
moderado, visible en las constituciones de 1824, las Siete Leyes de 1836 y las 
Leyes de Reforma. Se destaca cómo, a pesar de la influencia del positivismo 
durante el Porfiriato, la pulsión soberana resurgió con la Revolución 
Mexicana, cristalizando en la Constitución de 1917, primera en el mundo en 
incluir derechos sociales. Finalmente, se subraya cómo este legado se tradujo 
en una postura firme en política exterior, conocida como la Doctrina 
Mexicana de no intervención que perdura hasta la actualidad.
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Abstract
This article provides a historical and legal overview of the formation of the 
Mexican state and Mexico’s doctrines and practices in international law. It 
analyzes the crisis of the Spanish colonial system and the popular uprising of 
1810, led by Hidalgo and Morelos, whose ideology, embodied in documents 
such as Sentimientos de la Nación and the Constitution of Apatzingán, esta-
blished the principles of popular sovereignty, agrarian justice, and the right to 
rebellion. Following the consummation of independence by the conservative 
criollos, this paper analyzes the tension between the popular project and 
moderate liberalism, evident in the constitutions of 1824, the Seven Laws of 
1836, and the Reform Laws. It highlights how, despite the influence of positi-
vism during the Porfiriato, the sovereign drive resurfaced with the Mexican 
Revolution, crystallizing in the Constitution of 1917, the first in the world to 
include social rights. Finally, it highlights how this legacy translated into a 
firm foreign policy stance, known as the Mexican Doctrine of non-interven-
tion, which endures to this day.

Keywords: Popular sovereignty, constitutionalism, right to revolution, 
non-interference, international law and human rights, critical reading

Introducción 
Desde su nacimiento, el pueblo mexicano ha mostrado una pulsión soberana, una 
voluntad de vivir y de existir. Esta autodeterminación popular se manifiesta en 
textos y leyes fundamentales, en pensamiento jurídico, doctrinas y prácticas con 
repercusión internacional Tanto que el derecho de no injerencia, de no interven-
ción en los asuntos internos de los Estado y la doctrina de las deudas odiosas o 
coloniales, fueron influidas tanto por el pensamiento jurídico y social mexicano 
como por la práctica del Estado mexicano.

El pensamiento jurídico mexicano —que tuvo y, en cierta manera, tiene todavía 
una etapa positivista de enfoque eminentemente técnico— ha estado marcado 
predominantemente por un enfoque soberanista. Así lo demuestra este análisis 
histórico del pensamiento jurídico mexicano y su repercusión internacional, para 
finalizar con los nuevos horizontes en los estudios con un enfoque de lectura y 
derechos críticos.
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Pulsión de libertad soberana y popular
La causa de fondo de la independencia de México fue la explotación de la metró-
poli española a su colonia; su razón material es la lucha de clases (de la Cueva, 
1994). La invasión napoleónica a España en 1808 desencadenó la crisis del Reino de 
España, del sistema despótico centralista tributario, esclavista y predominante-
mente feudal (Semo, 1976). La crisis de este sistema heterogéneo pluriparticular de 
características precapitalistas dominantes motivó al Ayuntamiento de la Ciudad 
de México a impulsar un movimiento autonómico popular invocando la tesis de 
que la soberanía reside en el pueblo (de la Torre, 2015).

En la noche del 15 de septiembre de 1810, el cura Miguel Hidalgo y Costilla, ex rector 
de la Universidad de San Nicolás en Valladolid (hoy Morelia, Michoacán), arenga al 
pueblo indio y mestizo con vivas a la Virgen de Guadalupe, a la nación americana y 
mueras al mal gobierno, marcando el inicio de la Guerra de Independencia (Pérez, 
2008) que daría nacimiento posterior a la nación mexicana. 

La Virgen de Guadalupe, símbolo de la fertilidad y la naturaleza (Von Franz, 2002), 
la nación americana, concepción subcontinental, y las arengas contra el mal 
gobierno, son mitos fundacionales del México independiente; por ende, de raíz 
simbólico-religiosa, regional-subcontinental y, lo que hoy diríamos, anticorrupción 
o de buena administración de los recursos del pueblo.

El Bando de Hidalgo, firmado como el “Generalísimo de América” (de la Torre, 2015) 
y dictado en Guadalajara en diciembre de 1810, decretó la abolición de la esclavitud 
y la restitución de tierras. Este bando procuró la liberación y la justicia agraria 
(Sotomayor, 2017). El régimen de la propiedad de la tierra es un derecho 
fundacional. 

La obra Elementos Constitucionales de 1810 redactada por Ignacio López Rayón, 
secretario de Hidalgo, se pronuncia por la soberanía popular, declara libre e inde-
pendiente a América y reconoce la igualdad sin la división de castas. Este derecho 
perdura hasta nuestros días en el derecho a la no discriminación, con matices 
importantes como son las acciones afirmativas o medidas de nivelación (CNDH, 
2024a). Estos Elementos reconocen la libertad de imprenta (de palabra), un 
derecho insurgente originario. Aunque de carácter liberal, la abolición de las castas 
es un avance en la definición de la soberanía mexicana. Si bien hoy habría “castas” 
motivadas por el color de la piel, no deja de ser relevante el reconocimiento de la 
igualdad formal ante la ley.

La Constitución Política de la Monarquía Española, mejor conocida como 
Constitución de Cádiz o Constitución de 1812, se promulgó en España el 19 de 
marzo de 1812 en plena guerra contra la invasión napoleónica (Cruz, 2004; Pérez, 
2008; de la Torre, 2015). Es un texto de corte liberal que declara a España una nación 
libre e independiente, formaliza la lucha de liberación contra el invasor francés. 
Reconoce que la soberanía reside en la nación, así como la división de poderes y la 
libertad de imprenta (derecho del que surge El Pensador Mexicano). Prohíbe la 
tortura, los azotes, la horca, los apremios, la confiscación de bienes, las penas 
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trascendentales y admite la inviolabilidad del domicilio, un derecho subjetivo que 
limita el poder del Estado. 

La Constitución de Cádiz es relevante porque rigió en la Nueva España excepto el 
tiempo en que fue suspendida por Fernando VII (1814-1820). En México, el Virrey 
Apodaca juró esta Constitución el 31 de mayo de 1820 (Tena, 2017). El Zócalo de la 
Ciudad de México se llama Plaza de la Constitución debido a la Constitución de 
1812 (Ayala, 2005; Pérez, 2008). Felipe Tena (2017) incluyó este texto constitucional 
en su célebre libro Leyes Fundamentales de México publicado en 1957 a los cien 
años de la Constitución de 1857. Fue muy influyente en los textos constitucionales 
mexicanos posteriores. Conforme al artículo 12 de los Tratados de Córdoba, textos 
que reconocen la independencia del “Imperio Mexicano”, las leyes surgidas de la 
Constitución de Cádiz rigieron transitoriamente en México (Soberanes, 2017). 
Reconocen la validez del derecho español, particularmente la legislación liberal 
emanada de la Constitución de Cádiz, en aquello que no se oponga al Plan de 
Iguala, es decir, a la ruptura con el Reino de España. En 1823 el Congreso Mexicano 
declara nulos los Tratados de Córdoba y el Plan de Iguala (Esquivel, 1984).

En 1813 el Acta Solemne de la Declaración de Independencia de la América 
Septentrional, aprobada por el Congreso de Anáhuac en Chilpancingo, primer 
Congreso Constituyente mexicano (de la Cueva, 1994), impulsado y convocado por 
José María Morelos y Pavón —afrodescendiente (Ayala, 2005) que se convirtió en el 
generalísimo del ejército del pueblo y en “el gran visionario del destino de México” 
(de la Cueva, 1994)— declaró “rota para siempre jamás y disuelta la dependencia 
del trono español” (Tena, 2017). 

Es de señalar que los Sentimientos de la Nación, documento fundacional del cons-
titucionalismo mexicano, fue leído por Morelos en la sesión inaugural del Congreso 
de Anáhuac (concepto que enfatiza una identidad constitucional propia, ancestral 
y rupturista del dominio español). Estos Sentimientos apelan a la existencia de un 
cuerpo nacional que siente que la soberanía popular (pensamiento ilustrado y 
moderno), la división de poderes (liberalismo dominante de la época) y la modera-
ción de la opulencia e indigencia, deben plasmarse en una constitución, cuyo 
modelo es la estadounidense.

No por obvio hay que dejar de mencionar que el primer congreso mexicano tiene 
un origen anticolonial y soberanista. Por ende, el pensamiento jurídico mexicano 
no solo tiene una raíz liberal constitucional dominante en la época (adopción de 
una constitución que separa el poder militar del civil) sino también anticolonial 
(ruptura con el dominio del Reino de España) y popular (ejército popular y con-
greso constituyente) en la búsqueda de la justicia social. México nace de esta 
pulsión soberana popular.

El Congreso de Anáhuac (o de Chilpancingo, convertido en itinerante) adoptó en 
1814 el Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana, mejor 
conocida como Constitución de Apatzingán. Esta constitución, que sintetiza el 
pensamiento liberal de los siglos XVIII a inicios del XIX (de la Cueva, 1994), se consi-
dera el primer texto constitucional mexicano. Consta de una parte dogmática que 
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consagra los derechos de libertad, igualdad, seguridad y propiedad (es el primer 
texto fundacional que reconoce lo que hoy llamamos derechos humanos), y una 
parte orgánica que imagina gobierno republicano, con división de poderes y pre-
dominio del poder legislativo. La realidad nos llevaría al predominio del Poder 
Ejecutivo, órgano que sustituyó al virrey.  

La Constitución de Apatzingán reconoce el derecho incontestable del pueblo a 
establecer, alterar, modificar o abolir al gobierno, que perdura hasta nuestros días 
en el artículo 39 constitucional o derecho de, para y en la revolución. Los pueblos 
tienen derecho a rebelarse cuando su existencia está en peligro, y pueden decidir 
ejercer la libertad de subvertir las condiciones sociales injustas que impiden la vida 
y el florecimiento de todas y todos. Es el derecho consuetudinario de los pueblos, la 
costumbre popular, derecho histórico iusmaterialista (Salamanca, 2006). El pueblo 
mexicano ejerció el derecho a la revolución contra el Reino de España.

El primer texto constitucional mexicano, la Constitución de Apatzingán, declara 
imprescriptible, inalienable e indivisible la soberanía nacional, y, por primera vez, 
utiliza el nombre de América Mexicana.  Sus influencias fueron las constituciones 
de Cádiz (1812), la de Estados Unidos de América (1776) y los Elementos 
Constitucionales de Ignacio López Rayón (Ayala, 2005). De existencia efímera, el 
proyecto termina con la muerte de Morelos acaecida en diciembre de 1815. 
Entonces termina la primera etapa del constitucionalismo popular mexicano.

La burguesía no fue la vencedora de la revolución de 1810-1821, que eliminó el des-
potismo centralista tributario; es el triunfo de la gran propiedad semifeudal (Semo, 
1976). El campesinado, que irrumpió en la lucha, demandó derechos agrarios y la 
abolición de la esclavitud y los tributos. Y con la abolición de las castas transitamos 
de súbditos a ciudadanos (Semo, 2022): sí, en masculino, porque todavía faltarían 
muchos años de luchas para el reconocimiento de los derechos de la mitad de la 
población, la femenina.

El pensamiento jurídico mexicano nace de la pulsión soberana popular. Hasta 
nuestros días es esta etapa la que se festeja cada 15 y 16 de septiembre. En esta 
fecha rendimos homenaje a impulso y deseo popular de vida soberana.

El criollismo conservador consolida la independencia 
mexicana y modera el proyecto popular  
de Hidalgo y Morelos 
Con la intención de preservar sus privilegios, los criollos —descendientes de penin-
sulares nacidos en América, conocidos también como indianos (Pérez, 2008)— 
impulsaron la separación del Reino de España, evitando así la aplicación de la 
liberal Constitución de Cádiz, restituida en 1820 (Guerra, 2015). 

El coronel realista Agustín de Iturbide, al mando de un ejército predominante-
mente criollo, impulsa el Plan de Iguala o de las Tres Garantías —de allí los colores 
de la bandera: el verde de la independencia, el blanco de la religión y el rojo que 
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simboliza la igualdad o unión de los ciudadanos—, avalado por la oligarquía y el 
clero interesado en preservar sus privilegios (de la Cueva, 1994). 

El Plan de Iguala consolida la independencia del Reino de España, adopta la reli-
gión católica como la única admitida y ratifica los fueros y propiedades clericales. 
Proclama una forma de gobierno monárquico constitucional moderado y declara 
que las leyes españolas seguirán vigentes en lo que no contravenga este texto que 
reafirma la independencia. Es de señalar que, en esta etapa, Centroamérica fue 
parte del imperio mexicano. México sucedió a España en el territorio que fuera de 
la Nueva España (Méndez-Silva, 2010a), principio que rige hasta nuestros días con 
el nombre de uti possidetis (según lo poseído): los Estados soberanos conservan las 
fronteras que tenían siendo colonias (Cassese, 2005; Seara, 2016). 

Mediante los Tratados de Córdoba de 1821, Agustín de Iturbide y Juan O’Donojú 
—liberal y masón, designado Jefe Político Superior y Capitán General de la Nueva 
España de acuerdo con la Constitución de Cádiz— reconocen la independencia de 
la América Septentrional del Reino de España, que ya era un hecho consumado e 
indefectible. Fernando VII y las Cortes de Cádiz desconocieron estos tratados. 

Aunque fuera por temor al liberalismo que significaron las Cortes de Cádiz, tanto el 
Plan de Iguala como los Tratados de Córdoba consolidan la independencia del 
imperio mexicano; España firmaría un tratado de paz y amistad con México pero 
hasta 1836. En términos formales, el Acta de Independencia del Imperio Mexicano 
del 28 de septiembre de 1821 es el nacimiento del Estado mexicano como sujeto de 
derecho internacional. El Primer Imperio Mexicano fue la época de la mayor exten-
sión territorial de México y cuando se registra un proyecto de Constitución del 
México Independiente, primer proyecto constitucional en la era independiente.

México nace como imperio aunque sin fuerza. Iturbide fue derrocado en la prima-
vera de 1823 y exiliado en Europa, en un contexto de escasez monetaria y crisis 
política, ya que disolvió el Congreso, sustituyéndolo por una “Junta Instituyente”. 
Su derrocamiento muestra la resistencia del pueblo mexicano al aspiracionismo 
criollo y a gobiernos impopulares con tendencias conservadoras y autoritarias.

El primer tratado que celebra el naciente Estado mexicano es con la Colombia de 
Simón Bolívar en 1823, lo que muestra la necesidad de alianzas con sus pares para 
enfrentar los apetitos de potencias extranjeras (López-Bassols y Uribe, 2014). 

Esta necesidad se ve reflejada hoy día en la Comunidad de Estados Latinoamericanos 
y del Caribe (CELAC), foro que funciona a base de presidencias pro tempore y reu-
niones presidenciales relativamente periódicas. Es de destacar que en el año 2021 
el gobierno mexicano realizó una amplia convocatoria convocó a una reunión de 
CELAC, en que China participó virtualmente para abordar el tema de la colabora-
ción en materia de vacunas contra la COVID-19. Esta cumbre reafirmó los princi-
pios de no intervención y autodeterminación de los pueblos. 

En suma, esta etapa de la consolidación de la independencia de México está 
marcada por el fracaso del imperio que no tuvo condiciones para su funciona-
miento y que fue sustituido por una Federación. Lo característico de esta etapa es 
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el rechazo al imperio y la adopción de una república federal, que perdura hasta 
hoy. El rechazo al imperio marcará el pensamiento jurídico mexicano que adoptará 
un carácter liberal y republicano. 

La Constitución de 1824: federalismo formal  
en una estructura colonial persistente
El 4 de octubre se promulga la Constitución Federal de 1824, primer ordenamiento 
constitucional con vigencia en todo el territorio independiente. Surge de la caída 
de Iturbide, cuyo gobierno apenas duró 18 meses (INEHRM, 2021). Como forma de 
gobierno adopta la república democrática federal al estilo de los Estados Unidos 
de América: integrada por Estados independientes, libres y soberanos en lo tocante 
a su régimen interior (Cruz, 2004). Este sistema federal se consideraba una mejor 
manera de garantizar las libertades a diferencia de un gobierno centralizado. 

Reconoce que la soberanía reside “radical y esencialmente en la nación”, la división 
de poderes y a la religión católica como la única prohibiendo el ejercicio de cual-
quier otra (Esquivel, 1984), considerada una norma perpetua. El legislativo era bica-
meral, el ejecutivo sería ejercido por un Presidente y un Vicepresidente, elegidos 
por el voto de las legislaturas estatales. Posteriormente sería abandonada la figura 
de la vicepresidencia.

El poder judicial se hizo residir en una Suprema Corte de Justicia, integrada por 
once ministros divididos en tres salas electos por las legislaturas estatales, 
Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito (Pérez, 2008). Este sistema judicial 
perdura en la actualidad con la diferencia que la reforma judicial de 2024 introdujo 
el principio de elección popular de ministras, ministros, juezas, jueces, magistradas 
y magistrados, principio necesario para consolidar la transformación nacional y ter-
minar con la alienación judicial del pueblo y el fetichismo del tecnicismo que justi-
fica el privilegio (CNDH, 2024a).

La constitución de 1824 no incluyó un apartado de garantías que hoy llamaríamos 
derechos humanos, pero ordena proteger a la ciudadanía mediante “leyes sabias y 
justas” (de la Cueva, 1994). Sin embargo, sí contiene prohibiciones de leyes retroac-
tivas, tormentos, confiscación de bienes, detenciones injustificadas por más de 
sesenta horas y al presidente a privar de la libertad e imponer penas. Mantiene los 
fueros militar y eclesiástico. Aun no surgiría el amparo, pero se facultó al poder judi-
cial para conocer de las violaciones a la Constitución y las leyes generales, disposi-
ción trunca por falta de ley reglamentaria. Este formalismo de la “ley reglamentaria” 
se mantiene hoy día. El artículo 171 prohibía reformar permanentemente los artícu-
los que establecían la independencia, la religión, la forma de gobierno, la libertad 
de imprenta y la división de poderes. En la concepción de entonces, estos derechos 
serían cláusulas pétreas. Excepto el de religión única, el resto continúa hasta hoy. 

La Constitución de 1824 es una transacción entre las aspiraciones democráticas y 
populares, y las limitaciones impuestas por las clases privilegiadas; por ejemplo, la 
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intolerancia religiosa y el fuero militar eran principios constitucionales. Esta consti-
tución es la expresión normativa de las fuerzas sociales, económicas y políticas de 
aquella época (de la Cueva, 1994). Desde entonces el pensamiento mexicano, 
incluso el jurídico, se vio influido por la pugna entre liberales-federalistas y centra-
listas-conservadores, que en cierta manera existe hasta nuestros días. El dominio 
del liberalismo hizo que los derechos sociales tuvieran que irrumpir hasta la 
Constitución de 1917.

La persistencia de la estructura colonial hizo del federalismo mexicano una forma 
de gobierno impotente o de papel, una estructura formal sin fuerza real; no obs-
tante, fue el obsequio que se otorgó el pueblo por sus sacrificios (Tena, 2017). A 
pesar de su impotencia ante el desorden, desde entonces el principio popular es el 
principio capital en que descansan las constituciones mexicanas, inspirador de las 
revoluciones posteriores. 

Puede decirse que el derecho del pueblo a la revolución es un principio presente 
en el pensamiento jurídico mexicano desde la fundación del país.

La primera reforma liberal: 1833-1834
La legislación liberal de 1833-1834 impulsada por el Partido del Progreso (liberal 
federalista) se considera la primera reforma liberal mexicana (Pérez, 2008). Es el 
primer intento serio por desmantelar la estructura colonial de privilegios. Esta 
legislación fue impulsada por el vicepresidente Valentín Gómez Farías, quien asu-
miera la presidencia en ausencia de Antonio López de Santa Anna, tras ganar las 
elecciones de 1833. 

José María Luis Mora fue el ideólogo de esta reforma, que pretendía limitar los 
fueros militar y eclesiástico, cuya eliminación era necesaria para construir una 
nación “próspera e igualitaria” (de la Cueva, 1994). Los tres grandes temas de esta 
reforma fueron el eclesiástico, el educativo y la deuda pública. El poder de la jerar-
quía eclesiástica era vista por los “puros” o “ardientes” como el principal freno del 
progreso nacional, por lo que esta primera reforma liberal pretendía reducir su 
actividad a la esfera espiritual (INEHRM, 2021). 

El Congreso buscó que se abolieran los fueros, las primicias y las exenciones de 
impuestos, pero no se logró por completo. La idea era amortizar la deuda interna 
disponiendo de bienes en poder de la iglesia. Prohibió la participación de sacerdo-
tes en política. El principio de separación Iglesia-Estado, que se retomaría con la 
reforma juarista, se mantiene en el artículo 130 de la constitución vigente. Gómez 
Farías eliminó al clero de la enseñanza pública y cerró la Universidad Nacional para 
crear la Dirección de Instrucción Pública, con el fin de promover la Ilustración. Se 
postuló la libertad de opiniones y prensa, y se decretó la abolición de la pena capital 
para delitos políticos (INEHRM, 2021). 

Las reformas de 1833-1834 detonaron el cambio social y fueron la causa inmediata 
del primer gran enfrentamiento entre liberales y conservadores (de la Torre, 2019). 
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La rebelión conservadora se levantó bajo el grito de “religión y fueros” (Monsiváis, 
2006). El partido liberal se dividió entre ardientes —Farías y Mora— y moderados 
que consideraban la necesidad de la implementación progresiva de la reforma. 
Moderados y conservadores paralizaron la reforma (Tena, 2017).

Los levantamientos llevaron a Santa Anna a regresar a la Presidencia el 24 de abril 
de 1834. Santa Anna despidió a Gómez Farías, quien fue desterrado, y suspendió la 
legislación reformatoria. Esta suspensión abrió el camino para el triunfo de los con-
servadores en el Congreso de 1835, que se convirtió en constituyente y expidió las 
Siete Leyes Constitucionales de 1836. Este nuevo régimen centralista restituyó sus 
privilegios y bienes a los afectados por las reformas fallidas (Cruz, 2004).

Lorenzo de Zavala (del ala “ardiente”, luego vicepresidente de la República de 
Texas) y Francisco García Salinas (miembro del Partido del Progreso) son otros de 
los ideólogos de la primera reforma liberal mexicana (Esquivel, 1984; Pérez, 2008; 
Ayala, 2009; Tena, 2017).

Las Siete Leyes Constitucionales (1836):  
constitucionalismo clasista antipopular
Las Siete Leyes Constitucionales de 1836 es la Constitución Conservadora que for-
malizó el privilegio. Sostuvo los fueros militar y eclesiástico. Fue el resultado de un 
golpe de Estado que violentó la Constitución de 1824 (de la Cueva, 1994), restringió 
el sufragio universal reconocido desde la Constitución de Apatzingán, imponiendo 
el voto censitario, requiriendo saber leer y escribir para el ejercicio del voto en una 
sociedad analfabeta. Crea el Supremo Poder Conservador, órgano político de 
control constitucional compuesto por cinco individuos elegidos mediante un 
sistema elitista, solo responsable “frente a Dios y frente a la opinión pública” (Cruz, 
2004), que podía declarar la incapacidad del Presidente. Podía conocer de quejas 
de los particulares afectados por expropiaciones respecto a la calificación de utili-
dad pública (Pérez, 2008). Eran quejas para la protección de la propiedad. Luego se 
desarrollaría el amparo.

Su vigencia fue efímera y las Siete Leyes Constitucionales fueron derogadas por 
decisión del General Santa Anna en 1841 (Soberanes, 1992; Cruz, 2004).

El ideólogo de este periodo fue Lucas Alamán: Aunque diputado electo, no tomó 
posesión de su encargo. Sus ideas sobre la reorganización de México en una repú-
blica unitaria y central antecedieron las Siete Leyes. Fue el centro intelectual del 
Partido Conservador; el caudillo de los conservadores que trató de dar el mando 
político del país a “la parte sana de la población” (el clasismo de entonces); defen-
día los intereses y privilegios del clero y la estructura tradicional (de la Cueva, 1994; 
Pérez, 2008; Tena, 2017). 

Otros pensadores que influyeron en las Siete Leyes fueron: Antonio Pacheco Leal, 
Francisco Manuel Sánchez de Tagle, José Ignacio de Anzorena, José María Cuevas 
y Miguel Valentín (Cruz, 2004; Tena, 2017). Además, José Cirilo Gómez y Anaya, 
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Manuel de la Peña y Peña (quien sería Presidente cuando se negoció el Tratado de 
Guadalupe Hidalgo que formalizó el despojo de más de la mitad del territorio 
nacional), Melchor Múzquiz y Carlos María de Bustamante integraron el Supremo 
Poder Conservador, institución por excelencia del centralismo, dedicada a mante-
ner el statu quo oligárquico.

El pensamiento jurídico mexicano también tiene una vertiente conservadora 
persistente.

El Tratado Definitivo de Paz y Amistad 
entre México y España de 1836
En 1836 México y España firman este tratado de paz y amistad, conocido también 
como Tratado de Santa María-Calatrava de 1836: puso final a la hostilidad entre 
ambas naciones, poniendo las bases para las relaciones diplomáticas. Se realizó 
con prisa y en medio de la revolución en Texas. España utilizó este acuerdo como el 
primer tratado para el reconocimiento de sus excolonias (Jones, 2024). Se firmó en 
Madrid el 28 de diciembre de 1836 y entró en vigor el 28 de febrero de 1838. Lo fir-
maron Miguel de Santa María en representación de México y José María Calatrava 
en representación de España. El tratado fue posible después de la muerte de 
Fernando VII el 29 de septiembre de 1833. Con su muerte cesó la intransigencia 
española. Se firmó bajo el gobierno de la reina regente Cristina, quien actuaba en 
nombre de su hija menor, Isabel II (Esquivel, 1984; Cruz, 2004; Pérez, 2008; Méndez-
Silva, 2010b). 

Por su relevancia se transcribe el artículo 1º de este tratado:

S.M. la Reina Gobernadora de las Españas, a nombre de Su Augusta hija doña Isabel II, 
reconoce como Nación Libre, Soberana e Independiente la República Mexicana, com-
puesta de los Estados y Países especificados en la Ley Constitucional, a saber: el terri-
torio comprendido en el territorio llamado antes Nueva España… (Esquivel, 1984).

Este tratado reconoce la independencia de México y su territorio: México sucede al 
Reino de España en el territorio que fuera de la Nueva España. A esta práctica se le 
conoce como sucesión de Estados. El artículo 5º introduce el principio de la nación 
más favorecida, cuyo objetivo es que el comercio exterior de un Estado reciba, de 
parte de cualquier otro Estado, un trato tan favorable como el que concede a otros 
Estados (Sepúlveda, 2004). Y el artículo 7º reconoce como mexicana las deudas 
contraídas por la metrópoli española (Esquivel, 1984). México reconoció como 
propia la deuda contraída por el gobierno español hasta 1821. México aceptó pagar 
las deudas coloniales según los términos que Lorenzo de Zavala (de los liberales 
“ardientes” de la primera reforma mexicana) defendió durante los debates consti-
tucionales. El tratado acordó el olvido y perdón de lo sucedido entre mexicanos y 
españoles y, al mismo tiempo que se reconocen las deudas españolas como mexi-
canas, también se negaba la capacidad de reclamarlas (Jones, 2024). 
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En la definición de sus fronteras, México ha tenido una práctica similar; por ejemplo, 
el tratado sobre delimitación fronteriza con Guatemala reconoce simbólicamente 
a este país por la renuncia a todo derecho que pudiera estimar tener sobre Chiapas. 

La falta de claridad del tratado de 1836 generó problemas diplomáticos. A media-
dos del Siglo XIX, a pesar del reconocimiento de México como independiente, 
España continuaba considerando a México como “un estado rebelde” (Jones, 
2024). 

Manuel Payno —nacido en la Ciudad de México el 28 de febrero de 1820, autor de Los 
bandidos de Río Frío y El Fistol del Diablo, que llegara a ser secretario de Hacienda 
entre 1851 y 1855, uno de los principales responsables de la reorganización de la 
deuda pública y extranjera de México durante la segunda mitad del Siglo XIX— 
valoró positivamente este tratado, aunque posteriormente criticó a España por 
interpretarlo malintencionadamente y hacerlo contra el derecho de gentes o de 
los pueblos (derecho internacional). 

Payno advirtió que el derecho internacional no debía ser utilizado para promover 
un “colonialismo desnudo entre naciones hermanas”. Defendió la tesis de que 
México repudiara las deudas contraídas durante la Intervención Francesa y el 
Imperio de Maximiliano. La doctrina y la práctica mexicanas influyeron en la acep-
tación de la doctrina conocida como “deudas odiosas” o “deudas coloniales” (Jones, 
2024). Esta doctrina se admitió en las convenciones que regulan la sucesión de 
Estados. 

Bases Orgánicas de 1843:  
segunda república centralista mexicana
Las Bases de Organización Política de la República Mexicana —conocidas como las 
Bases Orgánicas de 1843— estuvieron vigentes poco más de tres años. Sucedieron 
a las Siete Leyes Constitucionales de 1836. La legitimidad de estas Bases es dudosa, 
ya que el Congreso Constituyente de 1842, dominado por federalistas, redactaba 
un proyecto de Constitución, pero fue disuelto. El centralista General Nicolás Bravo 
ocupó la Presidencia provisional y, el 23 de diciembre de 1842, designó a ochenta 
notables que integrarían una ilegítima Junta Nacional Legislativa para elaborar las 
bases constitucionales, subordinadas a Santa Anna. Este firmaría el decreto de 
estas Bases ostentándose como “Benemérito de la Patria, General de División, y 
Presidente Provisional de la República Mexicana” (Pérez, 2008). 

Lucas Alamán era el ideólogo que de la reconstrucción de México como una repú-
blica unitaria (de la Torre, 2019). Adoptó como forma de gobierno una república 
centralista con representación popular; mantuvo la intolerancia religiosa. En lugar 
de Estados, se dividió el territorio nacional en Departamentos, divididos a su vez en 
distritos, partidos y municipalidades. Aunque prohibía la esclavitud y el destierro, 
dispuso la suspensión de los derechos de los ciudadanos por ser sirvientes 
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domésticos, ebrios consuetudinarios, tahúres de profesión o vagos (Pérez, 2008). 
Suprimió el Supremo Poder Conservador.

Antonio López de Santa Anna —quien se hacía llamar “Benemérito de la Patria, 
General de División”, lo que muestra su narcisismo— fue la figura principal de estas 
Bases. Algunos miembros notables de la Junta Nacional) fueron: Nicolás Bravo 
(presidente provisional que designó la Junta), Sebastián Camacho, Manuel 
Baranda, Manuel de la Peña y Peña, General Valencia (Presidente de la Junta), y el 
Arzobispo de México, que formó parte de la Comisión de Constitución (Cruz, 2004; 
Tena, 2017; de la Torre, 2019). En la oposición y la disidencia se encontraban: José 
Fernando Ramírez (diputado duranguense), Bernardo Couto, Melchor Múzquiz, 
Juan Cayetano Gómez de Portugal (Obispo de Michoacán) y otros (Tena, 2017).

Acta Constitutiva y de Reformas de 1847:  
restablece el sufragio universal no censitario  
e introduce el Juicio de Amparo en el derecho federal
El Acta Constitutiva de 1847 pone fin a diez años de centralismo (las Siete Leyes y 
las Bases Orgánicas). Fue promulgada el 18 de mayo de 1847, en medio de la guerra 
con los EE. UU. Mariano Otero, quien encauzó los debates hacia la protección cons-
titucional y el federalismo, era miembro de la Comisión Constitucional. Introduce 
el Juicio de Amparo en el derecho federal (ya existía en Yucatán), mecanismo con-
cebido como una acción o derecho de cualquier habitante de la república contra 
violaciones de los poderes legislativo y ejecutivo, sean federales o estatales.

El Juicio de Amparo de 1847 protegía al particular en el caso especial sobre el que 
versara el proceso, sin hacer ninguna declaración general respecto a la ley o el acto, 
la famosa fórmula Otero (efectos individualizados). El Congreso Constituyente de 
1846 ratificó la vigencia de la Constitución de 1824 y le practicó las reformas a través 
de este Acta. No contenía una enumeración concreta de las libertades garantiza-
das, limitando los efectos benéficos del amparo. El Acta de 1847 suprimió la figura 
de la Vicepresidencia para evitar conflictos e intrigas políticas (de la Cueva, 1994) y 
contempló los derechos de asociación y petición (Sotomayor, 2017). Uno de sus 
ideólogos fue Valentín Gómez Farías. 

La segunda reforma
a)	 La reforma juarista de 1855 que suprime los fueros y reorganiza el poder 

judicial

En 1855, redactada por Benito Juárez, el congreso aprueba la Ley sobre 
Administración de Justicia y Orgánica de los Tribunales de la Nación, del Distrito y 
Territorios, conocida como Ley Juárez. Entonces Juárez era Ministro de Justicia 
y Negocios Eclesiásticos. El objetivo era conseguir la igualdad de los ciudadanos 
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frente a la ley, eliminando los tribunales especiales (Soberanes, 1992). Con la Ley 
Juárez los tribunales eclesiásticos dejaron de conocer de negocios civiles (Cruz, 
2004).

Esta ley inició la obra de la Reforma en México. La ley suprimió el fuero civil militar 
y el fuero militar en los delitos del orden común (de la Cueva, 1994). Extinguió el 
Tribunal Mercantil: los negocios de comercio pasaron a ser conocidos por los jueces 
del fuero común. Se reestableció la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual 
se integró con nueve ministros y dos fiscales.

b)	 Ley Lerdo (Ley de Desamortización de Fincas Rústicas y Urbanas) de 
1856

Esta ley pretendió desamortizar, es decir, sacar los bienes raíces de “manos 
muertas”, las fincas rústicas y urbanas de corporaciones civiles y eclesiásticas. Su 
finalidad era acabar con una acumulación exagerada de la propiedad e impulsar la 
libre y acelerada circulación de la propiedad raíz como base de la riqueza pública. 
De esta manera entraban al flujo comercial bienes raíces. Los bienes en manos 
muertas eran aquellos pertenecientes corporativamente a comunidades civiles y 
eclesiásticas. El supuesto de esta concepción liberal de individualización de la pro-
piedad es que la propiedad amortizada era improductiva e impedía el desarrollo 
económico capitalista. Esta concepción afectó a las comunidades indígenas. 

La Ley Lerdo es un ejemplo paradigmático. Esta ley no ordenó la nacionalización o 
la expropiación de las tierras sino su venta: obligaba a las corporaciones a la venta 
de sus bienes. Los edificios destinados inmediata y directamente al servicio u 
objeto de la institución estaban exentos de esta obligación, como es el caso de 
colegios donde se impartían cursos, pero no otros terrenos que le generaban 
recursos. Esta ley pretendía limitar el poder de la Iglesia, propietaria de gran canti-
dad de bienes; pero como también aplicaba a las comunidades indígenas, estas se 
vieron despojadas de sus tierras colectivas. 

Esta ley y la legislación posterior sobre baldíos tuvieron el efecto de concentrar la 
propiedad en manos de especuladores, grandes comerciantes y latifundistas. 
Privatizó la propiedad agraria, uno de los motivos de una revolución décadas 
después (Ayala, 2005; Narváez, 2007 Pérez, 2008; Guerra, 2015; Sotomayor, 2017; de 
la Torre, 2019).

El pensamiento liberal influyó grandemente en el pensamiento jurídico mexicano. 
Desde el punto de vista internacional, la Ley Lerdo, que buscaba financiamiento 
público obligando a la Iglesia a vender sus bienes raíces, ocasionó que financieros 
y masones en Nueva York se negaran a otorgar crédito al gobierno liberal de Juárez 
(Ayala, 2005). 

Luego se aprobaría la Constitución Política de la República Mexicana de 1857 que 
reafirma la propiedad individual de la tierra y las obligaciones de las corporaciones 
a la venta de bienes en “manos muertas”, y la moratoria del pago de la deuda 
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ordenada por Juárez ocasionando la protección diplomática (posible uso de la 
fuerza) de Francia, España y Gran Bretaña. 

Desde el punto de vista del pensamiento jurídico, las doctrinas argentinas poste-
riores, conocidas por el nombre de sus creadores, Calvo y Drago, fueron adoptadas 
por México. Estas doctrinas consisten en que los extranjeros se considerarán perso-
nas mexicanas en relación con la propiedad de bienes raíces que tengan en México 
(Doctrina Calvo) y a no pedir la protección diplomática de sus Estados, es decir, 
amenazar con el uso de la fuerza para obligar al pago de deudas, así como a la no 
intervención por razones de deuda (Doctrina Drago). 

En el contexto de la Guerra de Reforma (1858-1860, guerra civil entre liberales anti-
coloniales y conservadores aliados a la Iglesia para mantener el antiguo régimen; 
INEHRM, 2021) nacía un principio de derecho internacional de origen juarista: el 
derecho de los pueblos a la autodeterminación y a la no intervención e injerencia 
en los asuntos internos de los Estados, algo que se ha dado en llamar la “Doctrina 
Juárez” (Fernández Ruiz, 2018), posteriormente Doctrina Carranza y Doctrina 
Estrada, al grado que podríamos llamarla Doctrina Mexicana contra la interven-
ción extranjera, que nace del deseo de vida soberana de México.

Esta pulsión soberana se ve reafirmada en la reforma constitucional a los artículos 
19 y 40 en materia de fortalecimiento de la soberanía nacional que, entre otros, 
establece lo siguiente:

El pueblo de México, bajo ninguna circunstancia, aceptará intervenciones, intromisio-
nes o cualquier otro acto desde el extranjero, que sea lesivo de la integridad, indepen-
dencia y soberanía de la Nación, tales como golpes de Estado, injerencias en elecciones 
o la violación del territorio mexicano, sea esta por tierra, agua, mar o espacio aéreo. 
Tampoco consentirá intervención en investigación y persecución alguna sin la autori-
zación y colaboración expresa del Estado Mexicano, en el marco de las leyes aplica-
bles. (Diario Oficial de la Federación, 2025).

Esta pulsión soberana antintervencionista y antimperialista mexicana está justificada 
por las agresiones extranjeras. 

Un breve recuento de las intervenciones extranjeras contra México es ilustrativo: en 
1829 España intentó reconquistar el país sin éxito; Francia intervino en 1838 en la 
Guerra de los Pasteles por reclamaciones económicas; entre 1846 y 1848, EE. UU. 
invadió México y le arrebató más de la mitad de territorio; en 1861, Francia, Inglaterra 
y España presionaron por el pago de la deuda externa, pero solo Francia, que 
deseaba contener a los EE. UU., continuó con la invasión, estableciendo el fallido 
Segundo Imperio entre 1862 y 1867; en 1914, EE. UU. ocupó Veracruz, y en 1916 lanzó 
una expedición para capturar a Pancho Villa; en 1942, México entró en la Segunda 
Guerra Mundial tras el hundimiento de buques por submarinos alemanes (Ayala, 
2005). 

Y más recientemente, los EE. UU. declararon como “terroristas” a la delincuencia 
organizada mexicana, a los llamados “cárteles de la droga” (Departamento de 
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Estado de EE. UU., 2025), abriendo la posibilidad del uso de la fuerza contra los 
mismos bajo el concepto de amenazas a su seguridad nacional, lo que muestra su 
pulsión injerencista.  

La Constitución Política de la República Mexicana de 1857
Como nos recuerda Tena (2017), el encabezado completo de la Constitución de 
1857 dice así: “Constitución Política de la República Mexicana, sobre la indestructi-
ble base de su legítima independencia, proclamada el 16 de septiembre de 1810 y 
consumada el 27 de septiembre de 1821”. Fue jurada el 5 de febrero de 1857 e inicia 
invocando el “nombre de Dios” y “con la autoridad del Pueblo Mexicano”. Estuvo 
vigente hasta la aprobación de la Constitución de 1917, habiendo estado en vigor 
por 60 años (Cruz, 2004; Ayala, 2005; Pérez, 2008). 

Aunque en términos formales la Constitución de Apatzingán de 1814 —práctica del 
pueblo mexicano en ejercicio de su pulsión soberana libertaria— no estuvo vigente, 
es el primer texto jurídico que reconoce los derechos del hombre (excluyendo a la 
mujer), por lo que se le debe a esta la primera declaración de derechos del pueblo 
mexicano (Esquivel, 1984).

Pero la Constitución de 1857 fue la primera en establecer un catálogo de esos dere-
chos que hoy llamamos derechos humanos: libertad de expresión, enseñanza, 
tránsito, trabajo, reunión y petición. Consagra el derecho soberano y popular de 
alterar o modificar la forma de su gobierno y define a la República como represen-
tativa, democrática y federal. Como ratificó la Ley Lerdo, afectando los intereses de 
la Iglesia católica, el Papa Pío IX la condenó e invitó a los católicos a oponerse a las 
leyes que suprimían los privilegios eclesiales. La oposición del clero y conservado-
res llevó al golpe de Estado (Plan de Tacubaya), desencadenando la Guerra Civil de 
Reforma (de la Cueva, 1994; INEHRM, 2021). Prohibió la celebración de tratados para 
la extradición de reos políticos, norma que se mantiene hasta la fecha y constitu-
cionalizó el célebre Juicio de Amparo (de la Cueva, 1994; Cruz, 2004).

Durante la intervención francesa, estando vigente la Constitución de 1857, el 
gobierno de Juárez desconoció los tratados celebrados con los países europeos 
que apoyaron la intervención o reconocieron al gobierno imperial de Maximiliano 
de Habsburgo, por lo que perdieron el derecho a exigir el cumplimiento de dichos 
tratados (Méndez-Silva, 2010b). Es decir, en el sentido de que “entre los individuos, 
como entre las naciones, el respeto al derecho ajeno es la paz”, la Doctrina Juárez 
incluye la negación de validez de tratados emanados de intervenciones imperiales. 
Un desarrollo posterior de esta práctica mexicana fue la Doctrina Estrada. El pen-
samiento jurídico mexicano de repercusión internacional es antintervencionista y 
antimperialista. 

La Constitución confirió al Congreso —unicameral un tiempo, luego al Senado— la 
facultad de aprobar los tratados con la finalidad de que el Ejecutivo no pudiera 
comprometer los intereses de la nación mediante acuerdos no aprobados por el 
Congreso. No obstante, en la práctica constitucional mexicana, el presidencialismo 
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mexicano implicó que el Senado difícilmente rechazara tratados negociados por el 
ejecutivo federal.

Los esfuerzos de liberales como Ponciano Arriaga e Ignacio Ramírez, el Nigromante 
(el que adivina el futuro invocando a los muertos, recuerda Monsiváis, 2006), de 
incluir reformas sociales para regular el derecho de propiedad y promover la divi-
sión de latifundios fueron rechazadas, afectando los derechos de las clases popula-
res. Esto sentó las bases del descontento en el Porfiriato (de la Cueva, 1994). 

Una mención especial requiere Ignacio Ramírez, el Nigromante, quien como dipu-
tado constituyente criticó que el proyecto constitucional se limitara a una estruc-
tura político-formal sin abordar los grandes problemas sociales, como el despojo 
de sus tierras a los pueblos indígenas, a quienes les reconoció el derecho a la rebe-
lión armada para impedirlo. También se pronunció a favor de conceder la ciudada-
nía a las mujeres. Participó en la redacción de las Leyes de Reforma y se desempeñó 
como magistrado de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (de la Cueva, 1994; 
INEHRM, 2021). Fue considerado por Antonio Caso como “uno de los mexicanos 
más grandes y más puros” (Monsiváis, 2006).

El Porfiriato (1876-1911) adoptó el positivismo 
como filosofía de Estado
Porfirio Díaz gobernó con la Constitución de 1857, la que modificó para adaptarla a 
sus intereses políticos, particularmente el de la reelección. Esta constitución le 
sirvió de marco legal para la dictadura (Córdova, 1975). El Porfiriato fue una moder-
nización desde arriba que favoreció la acumulación de capital (Córdova, 1989). 
Siguiendo el liberalismo, agravó el despojo de sus tierras a los pueblos y los peque-
ños propietarios. Promovió la privatización masiva de tierras comunales (Semo, 
2022). El país se convirtió en agro y minero exportador, y garantizó al capital extran-
jero la explotación de la riqueza nacional, ligando el desarrollo a los intereses 
extranjeros (Córdova, 1989).

La legislación porfirista se puso al servicio de la promoción de los intereses priva-
dos nacionales y extranjeros. (Córdova, 1989; Narváez, 2007 Semo, 2015). La ley era 
“extremadamente cruel para el mexicano pobre” y “extremadamente benigna 
para el extranjero” (Benítez, 1977). México fue un receptor de inversión extranjera 
con un flujo de $2,700 millones de dólares para 1910, representando el 70% de las 
inversiones totales. El capital extranjero dominaba el 90% de los ferrocarriles, la 
minería y la industria, es decir, encarnaba la idea de que el desarrollo viene solo de 
afuera (Córdova, 1977; Córdova, 1989; Semo, 2015; INEHRM, 2021; Semo, 2022). 

Fue un gobierno de “simulación democrática” (Benítez, 1977). La reacción popular 
fue la Revolución Mexicana.

La producción jurídica del Porfiriato se caracterizó por una abundante labor legis-
lativa (Pérez, 2008; Sotomayor, 2017): el Código Civil del Distrito Federal (1884), el 
Código de Comercio Federal (1884/1889; vigente hasta hoy), la Ley Minera (1982), la 
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Ley de Instituciones de Crédito (1897) y la Ley Petrolera (1901). El pensamiento jurí-
dico de esta época estuvo influido por el Positivismo, introducido por Gabino 
Barreda en la administración de Porfirio Díaz. Este se materializó en el grupo cono-
cido como los Científicos o Unión Liberal, que promovía gobernar el país de acuerdo 
con la ciencia económica. 

Algunos juristas y pensadores más relevantes de esta etapa fueron: los hermanos 
Pablo y Miguel Macedo, Justo Sierra (figura clave del Positivismo en México, autor 
de Lecciones del Derecho Marítimo Internacional del año 1854), Jacinto Pallares 
(profesor de Derecho Mercantil, Derecho Civil, Oratoria Forense y Derecho Natural 
en la Escuela Nacional de Jurisprudencia, autor, entre otros, de Historia del derecho 
mexicano de 1901), José María Lozano (autor de Tratado de derechos del hombre 
de 1876), Ignacio L. Vallarta (amparista célebre, fue presidente de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, autor de El juicio de amparo y el Writ of Habeas Corpus de 
1896), Emilio Rabasa (autor de La Constitución y la dictadura, promotor de los prin-
cipios de elección por voto universal del presidente, derecho del Ejecutivo a iniciar 
leyes y facultad del Ejecutivo de vetar las disposiciones del Legislativo; “uno de los 
más brillantes juristas que ha dado México”, según Arnaldo Córdova), Wistano Luis 
Orozco (autor de Legislación y jurisprudencia sobre terrenos baldíos de 1895, pre-
cursor de la Revolución) y Jorge Vera Estañol (autor de La evolución jurídica del 
año 1902) (Sánchez Vázquez, 2001; Cruz, 2004; Narváez, 2007b; Pérez, 2008).

El pensamiento jurídico porfirista fue un positivismo que justificó el presidencia-
lismo mexicano. Esta forma de pensar, aunque con matices, perdura hasta nues-
tros días. El derecho positivo está compuesto por aquellas normas que la autoridad 
impone en una época y lugar determinados (Gutiérrez y Ramos, 2009); por ende, 
está asociado al poder político ejercido en un momento y lugar.

El pensamiento jurídico mexicano en el ámbito internacional estaba también 
marcado por el Positivismo y por un desarrollo hacia afuera, otorgando privilegios 
al capital extranjero; algo que tiene parecido a la etapa salinista en que se negoció 
el TLCAN.

El derecho de la Revolución Mexicana:  
la Constitución de 1917
Entre 1907 y 1910 hubo pánico financiero en los EE. UU. Ocasionó una recesión en 
México (1907-1909) que provocó el cierre de minas importantes por la caída de los 
precios del cobre y la plata. Afectó a todas las clases sociales; se agravó con la sequía 
y la hambruna de 1909-1910 (Córdova, 1975; Semo, 2022). A estas razones externas 
de la crisis del porfirismo, se añaden tensiones internas como el agotamiento del 
régimen dictatorial y el latifundismo (Córdova, 1975 y 1989). 

Claro. Aquí tienes la redacción corregida, sin modificar el contenido ni la informa-
ción, solo ajustando la puntuación, el ritmo y la claridad sintáctica:
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La respuesta a la crisis del porfirismo se manifestó en:

	■ El Programa (magonista) del Partido Liberal de 1906: planteó la abolición 
del latifundismo, la redistribución de la propiedad rural y el reconoci-
miento de derechos laborales como la jornada reducida y mejores 
prestaciones.

	■ El Plan (maderista) de San Luis Potosí de 1910: impulsó la democracia 
electoral y fue el detonante del movimiento armado.

	■ El Plan (zapatista) de Ayala de 1911: propuso la restitución de tierras, 
montes y aguas usurpadas a los pueblos o los ciudadanos que poseyeran 
títulos correspondientes; paradójicamente, se trataba de una exigencia 
de cumplimiento de los títulos de propiedad.

	■ El Plan (carrancista) de Guadalupe de 1914: facultó al Jefe 
Constitucionalista para expedir leyes agrarias orientadas a la restitución 
de tierras y la disolución de latifundios, así como legislación laboral. Estas 
concesiones parciales buscaban controlar el poder popular representado 
por Villa y Zapata, en lo que Arnaldo Córdova (1989) definió como un 
“estilo populista” de gobernar.

	■ La Ley Agraria de 1915: dispuso la nulidad de las enajenaciones de tierras, 
aguas y montes de los pueblos, con el propósito de restituir tierras y favo-
recer la formación de la pequeña propiedad; representó el inicio de la 
reforma agraria institucional.

	■ El Programa de Reformas Político-Sociales de la Soberana Convención 
Revolucionaria de 1916: surgido de la fallida Convención de 
Revolucionarios de Aguascalientes, fue considerado por Arnaldo Córdova 
(1989) como “uno de los proyectos políticos más elevados y democráticos 
de la historia política de México”. De no haber perdido Villa en Celaya, esta 
convención dar a México una constitución aun más radical y popular.

Estos antecedentes de la Constitución de 1917 explican por qué es la primera “cons-
titución social” del mundo (de la Cueva, 1994). Consagró garantías sociales como 
los derechos laborales (artículo 123) y agrarios (artículo 27) y otorgó poderes recto-
res al Estado mexicano, pero sin el propósito de romper con el sistema capitalista, 
definido como un “Estado de Compromiso populista” (de la Torre, 2019). 

Vale hacer hincapié en que desde su publicación el 5 de febrero de 1917, como una 
reforma a la Constitución de 1857, el artículo 27 dispone que la Nación tiene el 
derecho de regular el aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles 
de apropiación, y esto se hará con el objeto de hacer una distribución equitativa de 
la riqueza pública y cuidar de su conservación. Es decir, es una obligación constitu-
cional procurar la distribución equitativa de la riqueza de los recursos naturales 
susceptibles de apropiación. Hay una línea del tiempo que nos remite hasta 
Morelos, quien propuso moderar la opulencia y la indigencia. Así, habría un consti-
tucionalismo social presente desde la institución de México, un derecho institu-
yente social, marcado por la situación colonial primero (durante la Nueva España) 
y dependiente después (post independencia). 
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El artículo 27 constitucional —que reivindica el dominio originario de la Nación 
sobre el subsuelo, incluyendo el petróleo— se convirtió en el fondo de la disputa 
petrolera posterior hasta la Expropiación Petrolera de 1938, una especie de tercera 
reforma, ahora social y económica. Un ejemplo más de que la pulsión soberana ha 
estado y está presente en el devenir del pueblo mexicano y sus textos y leyes fun-
damentales. La soberanía es el fundamento del pensamiento político y jurídico 
internacional.

Por su parte, la Doctrina Carranza negó los privilegios a los intereses extranjeros 
concedidos durante el Porfirismo, exigiendo que los extranjeros obedecieran las 
leyes mexicanas sin usar la influencia de sus gobiernos (Córdova, 1975). Esta doc-
trina sintetiza el derecho a existir de los países débiles frente a los fuertes. Un desa-
rrollo posterior se da con la Doctrina Estrada, que no llamamos Doctrina Calles por 
la buena reputación, bien ganada, del cardenismo. Y, como se dijo antes, antes 
estuvo la Doctrina Juárez.

La Doctrina Estrada significa que México no se pronuncia sobre reconocimientos 
de Estados o gobiernos, por considerarla una práctica contra la soberanía de los 
países (Becerra y Benavides, 2010). Es una doctrina o práctica del Estado mexicano 
cuyo principio rector es la autodeterminación de los pueblos, la no injerencia, la no 
intervención en los asuntos internos de los Estados. Desde el inicio de su vida inde-
pendiente, México ha sido objeto de codicia por sus recursos naturales; por ende, 
según Jorge Castañeda y Álvarez de la Rosa, esto motiva una política exterior 
“defensiva” apoyada por el derecho, no por la fuerza, sino al desequilibrio de fuerzas 
(Méndez-Silva, 2010b).

Desde entonces, México produjo un cuerpo importante de juristas interna- 
cionalistas:

	■ Isidro Fabela: representante de México ante la Sociedad o Liga de las 
Naciones, donde condenó la anexión nazi de Austria y la agresión de la 
URSS a Finlandia, además de apoyar al gobierno legítimo republicano 
español. Fue juez de la Corte Internacional de Justicia entre 1946 y 1952.

	■ Narciso Bassols: jurista, intelectual y economista socialista indepen-
diente posrevolucionario, crítico de las regresiones camachistas en 
materia laboral y agraria. Se le atribuye la fundación de la Escuela Nacional 
de Economía, hoy Facultad de Economía de la UNAM.

	■ Alfonso García Robles: Premio Nobel de la Paz 1982 por ser promotor del 
desarme nuclear mediante el Tratado de Tlatelolco, que declara a América 
Latina y el Caribe como zona libre de armas nucleares.

	■ Jorge Castañeda y Álvarez de la Rosa: autor de dos obras clásicas —
Valor jurídico de las resoluciones de Naciones Unidas y México y el orden 
internacional— en las que desarrolla la doctrina del valor jurídico de 
ciertas resoluciones de organismos internacionales, citada internacional-
mente y adoptada en parte por la Corte Internacional de Justicia en su 
Opinión Consultiva sobre la legalidad de las armas nucleares (CIJ, 1996). 
Tuvo un papel notable en la definición de la Zona Económica Exclusiva 
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en el nuevo derecho del mar y, como canciller de México, impulsó la rati-
ficación de los tratados de derechos humanos.

	■ César Sepúlveda: decano de los internacionalistas mexicanos y autor del 
clásico texto Derecho Internacional Público. No separaba el derecho de 
la política, pues apoyó la tesis de un derecho internacional con caracterís-
ticas latinoamericanas. Fue de los pocos académicos mexicanos que 
impartió cursos en la Academia de Derecho Internacional de La Haya.

	■ Antonio Gómez Robledo: autor de la célebre obra El ius cogens interna-
cional, considerado uno de los últimos enciclopedistas mexicanos y 
también de los pocos que dictaron cursos en la Academia de La Haya.

	■ Héctor Cuadra: uno de los introductores en México de los estudios de 
derecho económico. Fue un crítico severo de las desigualdades sociales, 
en particular de las violaciones graves a los derechos humanos, como el 
apartheid.

	■ Modesto Seara Vázquez: autor del clásico Derecho Internacional Público. 
Tras llegar a México desde España, se vinculó con figuras como Isidro 
Fabela y fue impulsor y fundador de diversas instituciones universitarias 
en Oaxaca.

	■ Bernardo Sepúlveda Amor: representante de México en el Grupo de 
Contadora que funcionó como mediador en el conflicto armado centroa-
mericano. Fue canciller de México y juez de la Corte Internacional de 
Justicia.

	■ Héctor Fix-Zamudio: autor de múltiples obras de derecho constitucio-
nal; juez y presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(IDH) que contribuyó a consolidar. Uno de los edificios de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) lleva su nombre. 

	■ Sergio García Ramírez: también juez y presidente de la Corte IDH; se le 
atribuye haber acuñado el concepto de “control de convencionalidad”.

	■ Manuel Becerra Ramírez: autor de obras ya clásicas como El control de 
aplicación del derecho internacional en el marco del Estado de derecho, 
La recepción del derecho internacional en el derecho interno y Las 
fuentes contemporáneas del derecho internacional. Su trabajo desarro-
lla la Doctrina Castañeda sobre el valor jurídico de ciertas resoluciones de 
organismos internacionales. Formador de generaciones de investigado-
res e investigadoras, fue director y fundador del Anuario Mexicano de 
Derecho Internacional (AMDI) e investigador emérito del SNII.

Finalmente, la apertura de México al sistema económico internacional —ingreso al 
GATT en 1986, negociación y entrada en vigor del TLCAN en 1994 y la celebración de 
múltiples tratados comerciales— y la creación de la CNDH en la década de 1990 
—lo cual fue una exigencia para la firma del TLCAN y la aceptación de la jurisdic-
ción de la CorteIDH en 1998— provocaron que los estudios de derecho internacio-
nal en México se concentraron cada vez más en temas económicos muy 
especializados y en una visión individualista y formalista de los derechos humanos, 
quizás ajenos a los pronunciados cambios en el ámbito geopolítico. Estos se vieron 
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influidos por una concepción positivista y formalista, como si los aspectos políticos 
o económicos no tradicionales mancharan una ciencia pretendidamente neutra. 

Hacen falta más diálogo de saberes y una lectura crítica del derecho y los derechos 
humanos en los estudios de derecho internacional: más “suciedad” por decirlo 
coloquialmente; así como realizar el perene proyecto de integración nuestroame-
ricana, tal vez a través de la CELAC, en que se adopte un nuevo sistema nuestroa-
mericano de derechos humanos, sin la carga de la Guerra Fría que aun sufre el 
sistema interamericano de derechos humanos.

Nuevos horizontes
En la actual CNDH y su Centro Nacional de Derechos Humanos “Rosario Ibarra de 
Piedra” (CENADEH) se apuesta por una lectura crítica de los derechos humanos 
con enfoque democrático, popular y soberano, lo que es coherente con la pulsión 
soberana del pueblo mexicano. 

Desde un enfoque crítico, el derecho no es solo una forma jurídica surgida de auto-
ridad competente; tampoco es neutro y aséptico sino que tiene un componente 
político e ideológico (Espinoza et al., 2023), producto de factores reales de poder. Se 
diría que es el lenguaje del poder. Según la crítica jurídica, la realidad debe abor-
darse como una totalidad contradictoria, no desde la abstracción formal (Rivera, 
2023). 

Con estos criterios, es palpable que los derechos humanos se convirtieron en un 
lenguaje indiscutible, pero no necesariamente reales. Muchas veces se han invo-
cado para su violación: el caso de la agresión militar de la OTAN contra la entonces 
Yugoslavia, hoy Serbia, a la que se despojó ilegalmente de parte de su territorio, 
creando artificialmente y por la fuerza el nuevo Estado de Kosovo. Como EE. UU. no 
logró el aval del Consejo de Seguridad de la ONU para el uso de la fuerza, invocó un 
supuesto derecho de “intervención humanitaria” (Chomsky, 2002), que no es otra 
cosa que el derecho del más fuerte.

Así como el neoliberalismo y su cultura han afectado los derechos humanos, en el 
ámbito internacional la gobernanza global tiende a deconstruir “las formas tradi-
cionales del derecho y de la soberanía” (Negri, 2023). No obstante, al analizar las 
contradicciones reales, es indiscutible que el patrón de acumulación neoliberal 
está agotado. Esto abre nuevas perspectivas y nuevos bloques de poder como los 
BRICS y, por ende, nuevos enfoques jurídicos. La manifestación política del agota-
miento de la acumulación capitalista es el tránsito del unipolarismo estadouni-
dense al multipolarismo (Hernández y Rojas, 2024). Los EE. UU. atraviesan una 
crisis productiva y una involución de su fuerza industrial, mientras China continúa 
el aumento vertiginoso de su fuerza productiva, cuyo excedente canalizan en el 
magnoproyecto La Franja y la Ruta, creando propias instituciones financieras.

Durante el neoliberalismo, México se integró a la economía global con un modelo 
exportador alienado del mercado interno y con un alto componente de importa-
ción. La crisis hegemónica de los EE. UU. abre la posibilidad material de que México 
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amplíe los grados de autonomía y soberanía económica para definir políticas con 
contenido social propio. Esto abre la puerta a nuevos enfoques jurídicos, ya no 
mimetizados con un hegemón en declive, sino con un enfoque soberanista. 

Por eso para la nueva CNDH (2024a), “la soberanía es el valor nacional quizá más 
importante”, y uno de los principios que rigen su funcionamiento es la “supremacía 
de la soberanía y los derechos humanos del pueblo de México”. Se busca cambiar 
la relación con la dinámica global de derechos humanos, enfatizando la soberanía 
nacional, una visión crítica del modelo neoliberal y una agenda nacional propia 
que refleje la realidad del pueblo mexicano, que no siga las recetas de organismos 
internacionales. Esto implica una lectura crítica del sistema regional y global de los 
derechos humanos: que haya más estudios de derecho internacional y de dere-
chos humanos con este enfoque.

Conclusiones 
El pensamiento jurídico mexicano en derecho internacional está marcado desde 
su nacimiento por la pulsión de soberanía popular: no es otra cosa que el derecho 
de existir.

Algunas prácticas mexicanas se convirtieron en principios de derecho internacio-
nal: el uti possidetis (la colonia independizada conserva el territorio colonial), así 
como la no intervención y no injerencia en los asuntos internos de los Estados 
(doctrinas Juárez, Carranza y Estrada).

Otra característica del pensamiento jurídico mexicano internacional es la promo-
ción de la paz, principio constitucional incorporado en la Constitución. Consta en el 
histórico papel mediador de México en conflictos como el centroamericano. Fue 
sede y convocante para adoptar el Tratado de Tlatelolco que declara a la región una 
zona libre de armas nucleares. Aceptó la postura de CELAC que declara a América 
Latina y el Caribe como “zona de paz”. Se adhirió a los recursos presentados por 
Sudáfrica ante la Corte Internacional de Justicia contra Israel por el delito de geno-
cidio contra el pueblo palestino. Se ha sumado a la petición de Chile a la Corte 
Penal Internacional para investigar delitos de su competencia (genocidio, críme-
nes de lesa humanidad, crímenes de guerra y agresión) presuntamente cometidos 
por líderes del Estado de Israel contra la población de Palestina.

Enfatizamos: la CNDH se pronunció contra el castigo colectivo a la población pales-
tina, el retroceso global en protección de los derechos humanos y criticó el fracaso 
del Consejo de Seguridad de la ONU. Llamó a revisión del pacto de postguerra que 
originó ONU y a poner fin al bloqueo económico, retomar la solución pacífica de 
controversias y al diálogo, así como al reconocimiento del derecho a existir del 
Estado Palestino (CNDH, 2024b).

En el ámbito interno, México está dando algunos pasos para saldar su deuda con 
un pasado de violencia política que atentó contra los derechos democráticos del 
pueblo. Un ejemplo de ello es la Recomendación 98VG/2023 de la CNDH sobre 
violencia política de Estado en el periodo 1965-1990.
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La nueva CNDH y el CENADEH “Rosario Ibarra de Piedra” promueven una lectura 
crítica de los derechos humanos y de paz crítica, integrada en la Declaración de Los 
Pinos, y analiza los efectos del neoliberalismo en los derechos humanos, a los que 
intenta despojar de la cultura individualista y simuladora para convertirlos en 
deseo viviente. 

Este enfoque abre nuevos horizontes creativos en los estudios jurídicos que tiendan 
a la democratización de los sistemas regional y universal de derechos humanos y 
del derecho internacional.
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